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Resumen
En este artículo se analizan los principales argumen-
tos esgrimidos por la Sala “C” de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Comercial en el caso GARAN-
TIZAR S.G.R. c/ DIB, ALBERTO EDUARDO Y OTRO s/
EJECUTIVO, en el que el Tribunal Mercantil Nacional 
entendió que media una relación de consumo en el 
contrato de garantía recíproca celebrado entre un 
socio partícipe y la sociedad de garantía recíproca 
por el solo destino que se le da a los bienes adquiri-
dos a partir del mutuo bancario avalado. 

Palabras clave: sociedad de garantía recíproca 
- contrato de garantía recíproca - socio partícipe – 
empresa – PyME - relación de consumo

Abstract
This article analyzes the main arguments put forth 
by the “C” Room of the National Court of Appeals 
in Commercial Matters in the case GARANTIZAR 
S.G.R. v. DIB, ALBERTO EDUARDO AND ANOTHER s/
EXECUTIVE, where the National Commercial Court 
determined that a consumer relationship exists 
in the reciprocal guarantee contract between a 
participating partner and the reciprocal guarantee 
society, solely based on the use given to the assets 
acquired through the guaranteed bank loan.
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INTRODUCCIÓN 
El sistema de las sociedades de garantía 

recíproca y su universo en cuanto a la cele-
bración de contratos de garantía recíproca, 
otorgamiento de avales, contragarantías y 
afrontamientos es poco conocido por los ope-
radores jurídicos a pesar de haber transcurrido 
ya casi treinta años desde su implementación 
en nuestro derecho nacional. 

El presente escrito pretende hacer un análisis 
de una sentencia dictada el pasado 16 de febrero 
de 2023 por la Sala “C” de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial, en el marco del jui-
cio ejecutivo caratulado “GARANTIZAR S.G.R. c/ 
DIB, ALBERTO EDUARDO Y OTRO s/EJECUTIVO” 2, 
iniciado por una sociedad de garantía recíproca 
contra un socio partícipe y sus fiadores. 

Se realizará un breve repaso del sistema 
estatuido por la Ley 24467 que establece el 
sistema de garantías recíprocas y todo lo que 
abarca, haciendo hincapié en el contrato de 
garantía recíproca. Seguidamente se analizará 
el caso objeto del presente comentario, tenien-
do en cuenta la interpretación legal realizada 
por la sala interviniente, contrastándolo con el 
derecho vigente en el marco empresarial y con-
sumeril, así como con otros casos análogos que 
fueron objeto de tratamiento por otras salas 
del Tribunal Mercantil Nacional. Finalmente, se 
plasmará una conclusión sobre los argumentos 
esgrimidos en la sentencia comentada.

¿QUÉ ES UNA SOCIEDAD
DE GARANTÍA RECÍPROCA?

Las sociedades de garantía recíproca (SGR) 
constituyen un tipo societario peculiar, en tan-
to no se encuentran reguladas por la Ley Gene-

2  CNCOM, Sala “C”, “GARANTIZAR S.G.R. c/ DIB, ALBERTO EDUARDO Y OTRO s/EJECUTIVO” (expte. N°30229/2019), senten-
cia del 16 de febrero de 2023. 

ral de Sociedades 19550 (LGS), sino en el Título 
II de la denominada “ley de PyMEs” 24467 (Ley 
24467). Podría decirse que es un tipo societario 
“de importación”, en tanto se receptaron mu-
chas disposiciones del Real Decreto 1885/1978 
del Reino de España (Nissen, 2019).

Estas sociedades tienen como objetivo prin-
cipal otorgar garantías a sus socios partícipes 
mediante la celebración de contratos regulados 
en esta ley. Además, podrán otorgar garantías 
a terceros. Podrán asimismo brindar asesora-
miento técnico, económico y financiero a sus 
socios en forma directa o a través de terceros 
contratados a tal fin (art. 33, Ley 24467).

Las SGR se componen de dos tipos de so-
cios: los socios “partícipes”, que serán única-
mente las pequeñas y medianas empresas, 
sean estas personas físicas o jurídicas, que re-
únan las condiciones que determine la autori-
dad de aplicación y suscriban acciones (art. 37, 
Ley 24467); y los socios “protectores”, que son 
aquellas personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, nacionales o extranjeras, que reali-
cen aportes al capital social y al fondo de ries-
go (art. 38, Ley 24467). La Ley establece que es 
incompatible la condición de socio protector 
con la de socio partícipe (art. 38 in fine).

Su capital social se integra por el aporte de 
los socios y estará representado por acciones 
ordinarias nominativas de igual valor y número 
de votos y el estatuto social podrá prever que 
las acciones sean registrables. El mínimo será 
fijado por vía reglamentaria. La participación 
de los socios protectores en él no podrá exce-
der el cincuenta por ciento del capital social y 
la de los socios partícipes no podrá superar el 
cinco por ciento (art. 45, Ley 24467).

A su vez tenemos como elemento tipificante 
de este tipo societario el denominado “fondo de 
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riesgo”, que integrará su patrimonio y se cons-
tituirá por: i) las asignaciones de los resultados 
de la sociedad aprobados por la Asamblea ge-
neral; ii) las donaciones, subvenciones u otras 
aportaciones que recibiere; iii) los recuperos de 
las sumas que hubiese pagado la sociedad en 
el cumplimiento del contrato de garantía asu-
mido a favor de sus socios; iv) el valor de las ac-
ciones no reembolsadas a los socios excluidos; 
v) el rendimiento financiero que provenga de la 
inversión del propio fondo en las colocaciones 
en que fuera constituido; vi) el aporte de los so-
cios protectores (art. 46, Ley 24467).

EL CONTRATO DE GARANTÍA RECÍPROCA

Ahora bien, teniendo en cuenta su obje-
to, ¿cómo se otorgan las garantías? Mediante 
el contrato de garantía recíproca, que se dará 
cuando una SGR constituida de acuerdo con 
las disposiciones legales se obligue accesoria-
mente por un socio partícipe que la integra y el 
acreedor de este acepte la obligación accesoria. 
Así, el socio partícipe deberá reembolsarle a la 
SGR los afrontamientos que esta realice al acree-
dor en cumplimiento de la obligación principal.

El objeto de los contratos de garantía recí-
proca es asegurar el cumplimiento de obliga-
ciones dinerarias u otras prestaciones suscep-
tibles de apreciación dineraria asumidas por 
el socio partícipe —PyME— para el desarrollo 
de su actividad económica u objeto social (art. 
69, Ley 24467). Es decir, la SGR emite un aval a 
favor de la PyME como garantía frente al acree-
dor, que suele ser un banco.

Finalmente, y sin ánimos de extendernos so-
bre los elementos tipificantes de la SGR —que 
excederían el objeto de este escrito—, como la 
propia denominación “garantía recíproca” indi-
ca, las SGR deberán requerir contragarantías por 
parte de los socios partícipes y de los terceros en 

respaldo de los contratos de garantías por ellos 
celebrados. En la práctica, las contragarantías 
que se otorgan suelen ser fianzas personales, hi-
potecas (tanto inmobiliarias como de créditos), 
prendas con o sin registro y, a veces, cesión one-
rosa de créditos (como derechos de cobro).

De lo descripto, vemos que el socio partícipe 
que recurra a la SGR para que esta le otorgue un 
aval será siempre una micro, pequeña o media-
na empresa. La propia Ley 24467 las caracteriza 
como aquellas que: i) su plantel de trabajadores 
no supere los cuarenta trabajadores; ii) tengan 
una facturación anual inferior a la cantidad que 
para cada actividad o sector fije la Comisión Es-
pecial de Seguimiento del artículo 104 de esta 
ley. A su vez, el art. 1 del Anexo I de la Resolución 
220/2019 de la Secretaria de Emprendedores y 
de la Pequeña y Mediana Empresa —SEPyME— 
define así a una “empresa”: 

… [es] toda unidad económica que desarro-
lle, con ánimo de lucro, el ejercicio habitual 
de una actividad basada en la producción, 
extracción o cambio de bienes o en la pres-
tación de servicios, que utiliza como ele-
mento fundamental para el cumplimiento 
de dicho fin la inversión del capital y/o el 
aporte de mano de obra, asumiendo en la 
obtención del beneficio el riesgo propio de 
la actividad que desarrolla.

Queda claro que el contrato de garantía recí-
proca será aquel que se celebre entre una PyME 
—sea persona física o jurídica— y una SGR. 

EL CASO COMENTADO

El 16 de febrero de 2023, la Sala “C” de la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comer-
cial (CNACOM) se pronunció en el marco del 
juicio ejecutivo iniciado por una SGR contra un 
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socio partícipe y sus fiadores con el fin de ob-
tener el recupero de los desembolsos que ha-
bía realizado en su carácter de avalista. El juez 
de primera instancia dictó sentencia de trance 
y remate rechazando los planteos de la code-
mandanda acerca de que se estaba ante una 
relación de consumo. Apelada la sentencia, la 
CNACOM hizo lugar al recurso y revocó la reso-
lución impugnada, declarándose incompeten-
te para entender en la causa por entender que 
se estaba ante una relación de consumo. 

En primer lugar, el Tribunal de Apelación 
cita el art. 1 de la Ley de Defensa del Consumi-
dor (LDC) y manifiesta:

 ... a los efectos de determinar si una relación 
de consumo debe o no ser calificada como de 
consumo, la calidad de las partes es en prin-
cipio irrelevante, dado que (...) lo que a estos 
efectos interesa es determinar cuál ha sido el 
destino final recibido por el bien adquirido.

En el caso de autos, lo recibido por el deu-
dor fue un mutuo bancario con el fin de repa-
rar un depósito y para bonificar la actividad 
comercial del prestatario. La Cámara entendió 
que, por ello, la operación debía ser incluida 
dentro del ámbito consumeril.

Luego afirma que “la circunstancia de que 
el dinero obtenido en préstamo fuera desti-
nado, entre otras cosas, al giro empresario no 
es obstáculo para asumir el temperamento que 
aquí se adopta” (énfasis agregado).

El tribunal mercantil realiza todo este análisis 
para finalmente declarar nula la cláusula estable-
cida en el contrato de garantía recíproca y fianza 
por la cual los deudores se someten a la jurisdic-
ción y competencia de los tribunales nacionales 
de la Ciudad de Buenos Aires. Así, se declara in-
competente, entendiendo que la competencia 
corresponde a los tribunales con jurisdicción en 
el domicilio real de “los consumidores”.

CRÍTICAS Y REFUTACIONES: ANÁLISIS 
DEL DERECHO OBJETIVO VIGENTE

La Cámara, con el solo fin de declararse in-
competente, realiza un errado y peligroso aná-
lisis del derecho objetivo vigente, que pone en 
jaque el sistema de sociedades de garantía recí-
proca y de otorgamiento de crédito a las PyME.

En primer lugar, la Sala “C” del Tribunal 
Mercantil Nacional parecería no entender 
cómo se configuran las sociedades de ga-
rantía recíproca y su sistema estatuido por la 
Ley 24467. En efecto, el ejecutado no solo es 
alguien que desarrolla una actividad econó-
mica organizada —tema del que luego nos 
ocuparemos— sino que además es un socio 
partícipe de la SGR actora, calificado como 
“PyME” por la autoridad de aplicación, que 
realizó un aporte (art. 45, Ley 24467) y al que 
le fue otorgada una garantía —aval— en los 
términos del art. 33 de la Ley 24467.

La Sala parece ignorar cuál es el objeto de 
la Ley 24467, establecido en su art. 1: “(...) pro-
mover el crecimiento y desarrollo de las pe-
queñas y medianas empresas impulsando para 
ello políticas de alcance general a través de la 
creación de nuevos instrumentos de apoyo y la 
consolidación de los ya existentes (...)”.

En este sentido, y tal como mencionáramos 
con anterioridad, el art. 1 del Anexo I de la Re-
solución 220/2019 de la Secretaria de Empren-
dedores y de la Pequeña y Mediana Empresa 
define a la empresa como “[t]oda unidad eco-
nómica que desarrolle, con ánimo de lucro, el 
ejercicio habitual de una actividad basada en 
la producción, extracción o cambio de bienes o 
en la prestación de servicios, que utiliza como 
elemento fundamental para el cumplimiento de 
dicho fin la inversión del capital y/o el aporte de 
mano de obra, asumiendo en la obtención del 
beneficio el riesgo propio de la actividad que de-
sarrolla” (énfasis agregado).
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Ello es coincidente con la figura del provee-
dor que otorga la LDC y no con la del consu-
midor. En efecto, se entiende por proveedor a 
aquella “(...) persona física o jurídica de natura-
leza pública o privada, que desarrolla de mane-
ra profesional, aun ocasionalmente, actividades 
de producción, montaje, creación, construcción, 
transformación, importación, concesión de mar-
ca, distribución y comercialización de bienes y 
servicios, destinados a consumidores o usuarios 
(...)” (art. 2, Ley 24240; énfasis agregado). En el 
mismo sentido, el Código Civil y Comercial de 
la Nación (CCyCN) entiende por proveedor 

... [a toda] persona humana o jurídica que 
actúe profesional u ocasionalmente, o una 
empresa productora de bienes o prestado-
ra de servicios, pública o privada, que tenga 
por objeto la adquisición, uso o goce de los 
bienes o servicios por parte de los consumi-
dores o usuarios, para su uso privado, fami-
liar o social (...).

Por su parte, consumidor es “(...) la persona 
física o jurídica que adquiere o utiliza, en for-
ma gratuita u onerosa, bienes o servicios como 
destinatario final, en beneficio propio o de 
su grupo familiar o social (...)” y “(...) quien, sin 
ser parte de una relación de consumo como 
consecuencia o en ocasión de ella, adquiere o 
utiliza bienes o servicios, en forma gratuita u 
onerosa, como destinatario final, en beneficio 
propio o de su grupo familiar o social (...)” (art. 
1, Ley 24240).

Claramente, aquel carácter definitivo que 
determina que un sujeto es consumidor es que 
sea el destinatario final de la adquisición del 
bien o servicio y para beneficio propio, familiar 
o social. Pero, quien adquiera bienes o servi-
cios para integrarlos a un proceso productivo, 
o para el desarrollo de la explotación comer-
cial o industrial, no debe ser considerado con-

sumidor, a pesar de que dicho bien o servicio 
constituya o no un insumo productivo directo 
(Krieger y Barocelli, 2017, pp. 4070). 

Estos aspectos de la normativa consumeril 
deben ser armonizados con la Ley 24467, que 
no solo define qué se entiende por “PyME” sino 
que también establece qué le corresponde a 
la autoridad de aplicación —SEPyME— “(...) 
definir las características de las empresas que 
serán consideradas micro, pequeñas y me-
dianas empresas (...)” (art. 2, Ley 24467). La ya 
citada Resolución 220/2019 de la SEPyME ex-
presa que “empresa” es toda unidad económi-
ca que desarrolla actividades de producción, 
extracción o cambio de bienes o la prestación 
de servicios, invirtiendo capital y con aporte 
de mano de obra, y asumiendo el riesgo de 
sus operaciones. Por “producción” se entiende 
la realización de actividades primarias (p. ej.: 
PyME del agro, de la minería o de la metalúrgi-
ca), secundarias (p. ej.: producción de produc-
tos industriales elaborados) o terciarias (p. ej.: 
servicios) de la actividad económica (Krieger y 
Barocelli, 2017, pp. 6263).

También el citado art. 1093 del CCyCN men-
ciona a las “empresas” como proveedores. Si 
bien el término no está definido por el CCyCN, 
sí encontramos referencias a él en distintas 
normativas que nos dan una idea de que lo 
que caracteriza a una empresa es tener cierta 
organización en la actividad económica lleva-
da a cabo, tanto en aspectos materiales como 
personales. El mismo CCyCN, al regular el tema 
de la contabilidad, establece en el art. 320 que 
“[e]stán obligadas a llevar contabilidad todas 
las personas jurídicas privadas y quienes reali-
zan una actividad económica organizada o son 
titulares de una empresa o establecimiento co-
mercial, industrial, agropecuario o de servicios 
(...)” (el énfasis es nuestro). La LGS, al definir a 
la sociedad, dice que “[h]abrá sociedad si una 
o más personas en forma organizada confor-
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me a uno de los tipos previstos en esta ley, 
se obligan a realizar aportes para aplicarlos a 
la producción o intercambio de bienes o ser-
vicios, participando de los beneficios y sopor-
tando las pérdidas (...)” (art. 1, Ley 19550; énfa-
sis agregado). La Ley de Contratos de Trabajo 
entiende como “empresa” a “(...) la organización 
instrumental de medios personales, materiales 
e inmateriales, ordenados bajo una dirección 
para el logro de fines económicos o benéficos 
(...)” (art. 5, Ley 20744, énfasis agregado).

Además, la Sala “E” del mismo Tribunal se ha 
pronunciado en dos sentencias en el marco de 
las ejecuciones iniciadas tanto contra el socio 
partícipe como contra otro fiador, entendiendo 
que en tales casos no media la relación de con-
sumo alegada por los demandados3. En ambos 
pronunciamientos, la Sala “E” entendió que 

… el objeto del contrato de garantía recípro-
ca es asegurar el cumplimiento de prestacio-
nes dinerarias o susceptibles de apreciación 
dineraria asumidas por el socio partícipe para 
el desarrollo de su actividad económica así 
como también brindar asesoramiento técni-
co, económico y financiero a sus socios y, con 
este propósito, la sociedad de garantía recí-
proca se obliga accesoriamente por uno de 
sus socios por los pagos que ésta afronte en 
el cumplimiento de la garantía (…). 

Concluye que “este negocio no es caracte-
rizable como un contrato de consumo (…) es 
que el Sr. Dib no tiene una relación de con-
sumo con la actora, sino que se vinculó a ella 
como su socio partícipe (…)”.

3 CNACOM, Sala “E”, “GARANTIZAR S.G.R. c/DIB, ALBERTO EDUARDO Y OTRO s/EJECUTIVO” (expte. N°31514/2019), senten-
cia del 19 de abril de 2023 y “GARANTIZAR S.G.R. c/DIB ALBERTO EDUARDO Y OTRO s/EJECUTIVO” (expte. N°31515/2019), 
sentencia del 23 de agosto de 2023.

4 CSJN, Secretaría de Relaciones de Consumo, Recurso Queja Nº 1, “GARANTIZAR S.G.R. c/ DIB, ALBERTO EDUARDO Y 
OTRO s/EJECUTIVO” (Expte. COM N°030229/2019/1).

CONCLUSIÓN

El pronunciamiento comentado de la Sala 
“C” del Excelentísimo Tribunal Comercial ex-
pone un errado análisis del derecho objeti-
vo vigente. Pone en un verdadero peligro el 
sistema estatuido por la Ley 24467 de SGR y 
contratos de garantía recíproca, al extenderle 
la condición de consumidor establecida por 
la LDC 24240 a las PyME. 

De seguirse esta tendencia, cada vez que 
una SGR quiera ejecutar a la PyME o tercero a 
la que avaló por haber recibido una línea de 
crédito por un banco o entidad financiera se 
encontrará con que se está ante una relación 
de consumo, siendo la PyME la parte débil, 
debiendo cumplir con los deberes que surgen 
del art. 42 de la Constitución Nacional toda la 
normativa consumeril (LDC y CCCN). 

Finalmente, no podemos dejar de men-
cionar que actualmente se encuentra ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación un re-
curso de queja4 por la denegación del recurso 
extraordinario federal interpuesto ante la Sala 
C de la Cámara Comercial por considerar que 
los agravios refieren a cuestiones de derecho 
común y derecho procesal.

Es de esperar que nuestro Tribunal Cimero 
declare procedente la queja y vuelva a poner 
las cosas en su lugar, para evitar interpretacio-
nes desviadas como las que fueron objeto del 
presente comentario.
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